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Expediente.- 720/2020.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 728/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: HONORABLE AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, Y DIRECCIÓN DE RECURSO HUMANOS DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ..

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintidós de marzo de dos mil veintitrés.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 728/2020, promovido por el C.**********, contra actos del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, la Dirección General de Recurso Humanos del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Municipio de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- El 21 veintiuno  de octubre de 2020 dos mil veinte, se recibió en este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el oficio número 179/2020, mediante el cual la Presidenta del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje remitió por incompetencia el expediente 164/2020/M-3, iniciado con la demanda presentada por el C.**********.
En auto del 6 seis de noviembre de 2020 dos mil veinte, se admitió la competencia para conocer y resolver el asunto remitido, y en consecuencia se ordenó requerir a la Parte Actora a efecto de que adecuara su demanda a los requisitos previstos en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
2.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 1 uno de diciembre de 2020 dos mil veinte el Actor presentó escrito con el que adecuó la demanda a los requisitos previstos en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en donde por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, la Dirección General de Recurso Humanos del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Municipio de San Luis Potosí, y por el acto que hizo consistir en: 

“La resolución definitiva dictada en día 17 de junio de 2020, en el expediente CHJ/003/2020, de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P…”
En auto del 9 nueve de abril de 2021 dos mil veintiuno, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

3.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 12:00 doce horas del 6 seis de septiembre de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de la Parte Actora, y si asistencia de las Autoridades Demandadas; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después se hizo constar que las partes no formularon alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada con motivo de una resolución definitiva en que se aplicó al Actor la sanción de remoción, baja o cese, del cuerpo de seguridad pública denominado Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí (ahora Secretaría de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí), por tanto entre un particular y una autoridad municipal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico, se encuentra plenamente acreditado, con la documental publica consistente en las constancias que integran el expediente CHJ/003/2020 de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, de donde se obtiene que en resolución del 19 diecinueve de marzo de 2020 dos mil veinte, se le impuso la sanción de remoción, baja o cese del cargo que desempeñaba en la referida corporación de seguridad pública; por tanto es claro que le asiste interés jurídico para controvertir en el presente Juicio Contencioso Administrativo dicho acto.
No obsta para lo anterior, que el Actor haya señalado como acto impugnado, la resolución de fecha 17 de junio de 2020; puesto que a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, se trata de un error material, puesto que efectivamente el Actor fue removido, dado de baja o cesado de su cargo, por resolución de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, según se desprende de la documental consistente en el legajo de copias certificadas del expediente CHJ/003/2020, que las partes ofertaron como prueba.
Por su parte, el Capitán Edgar Oswaldo Jiménez Arcadia, acreditó su personalidad como titular de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 43 cuarenta y tres del expediente en que se actúa.
Por otra parte, la Licenciada Alicia Nayeli Vázquez Martínez, justificó en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, la calidad de Síndica del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, con la respectiva cita de las publicación de la integración de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, para los periodos constitucionales del 1 uno de octubre de 2018 dos mi dieciocho al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 30 treinta de septiembre de 2018 dos mil dieciocho.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte la diversa Autoridad Demandada la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, aduce como causal de improcedencia, que la demanda de Juicio Contencioso Administrativo se presentó de manera extemporánea, ya que la Parte Actora confiesa que tuvo conocimiento del acto impugnado el 31 de mayo de 2020; y como causal de improcedencia, que hay una imprecisión en el acto que señala como impugnado y del cual pretende la nulidad, ya que refiere la resolución del 17 diecisiete de junio de 2020, sin embargo dicha resolución no se ocupó de la situación jurídica del Actor sino de diverso elemento, por lo que procede el sobreseimiento del Juicio Contencioso Administrativo.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria lo argumentado por la diversa Autoridad Demandada Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, es infundado.
Como ya se estableció en el Considerando segundo de la presente sentencia, la inexactitud en la cita de la fecha de la emisión de la resolución impugnada se trata de un error material, mismo que se considera no trasciende al sentido de lo demandado y pretendido por el Actor, ya que es claro que impugna la resolución de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, que le depara perjuicio, al imponerse como sanción la remoción, baja o cese del cargo que ostentaba en la corporación de seguridad pública.

Lo anterior, tiene adicionalmente una relación lógica con lo señalado por Parte Actora en la demanda, donde dice desconocer la resolución y el expediente del que deriva, debido  lo cual oferta como prueba el propio expediente, e indica que se encuentra en poder de la Autoridad Demandada.
Adicionalmente se debe decir, que del legajo de copias certificadas de las constancias del expediente CHJ/003/2020 que remitió la Comisión de Honor y Justicia demandada, cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido en el Considerando Segundo de la presente Sentencia, se advierte que no obra constancia de notificación al hoy Actor de la resolución del 19 diecinueve de marzo de 2020, en que se impuso como sanción la remoción, baja o cese del cargo que ostentaba en la corporación de seguridad pública.

Por tanto, lo argumentado por la diversa Autoridad Demandada la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, resulta infundado.

Ahora bien, por lo que se refiere al argumento de que la demanda fue presentada extemporánea, no se debe perder de vista que la Parte Actora presentó originalmente su demanda ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en fecha 5 de agosto de 2020 dos mil veinte.

Y derivado, de que en el expediente relativo se declinó competencia a favor de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y ésta fue aceptada, únicamente se requirió a la Parte Actora, para que adecuara el escrito de demanda a los requisitos de los reuis8itos previstos en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, en esa fecha 5 cinco de agosto de 2020 dos mil veinte, es que se tiene por presentada la demanda de Juicio Contencioso Administrativo.

Otro aspecto que no se debe perder de vista, es que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa suspendió labores del 19 diecinueve de marzo al 30 de junio de 2020 dos mil veinte; lo que es un hecho notorio, ya que los acuerdo respectivos de suspensión de labores fueron publicados en el Periódico Oficial del Estado, los días 19 diecinueve de marzo, 16 dieciséis de abril, 5 cinco de mayo y 12 doce de junio, de 2020 dos mil veinte, y por tanto en dicho periodo no corrieron plazos legales.
Y posteriormente, del 20 veinte de julio al 3 tres de agosto inclusive, se verificó el periodo vacacional del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; en que tampoco corrieron plazos legales.

Por tanto, si la Parte Actora Auditoría Superior del Estado ostenta sabedora del acto impugnado el 31 treinta y uno de mayo de 2020, y presentó su demanda el 5 cinco del mismo año, es claro que la demanda fue presentada dentro de plazo legal de 30 días hábiles, previsto en el artículo 24 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ya que, únicamente transcurrieron como 15 días hábiles, los días 1 uno, 2 dos, 3 tres, 6 seis, 7 siete, 8 ocho, 9 nueve, 10 diez, 13 trece, 14 catorce, 15 quince, 16 dieciséis, 17 diecisiete del mes de julio, así como 4 cuatro y 5 cinco de agosto de 2020 dos mil veinte.
De lo anterior, se sigue lo infundado del argumento de la Comisión de Honor y Justicia, en cuanto a que la demanda fue presentada extemporánea. 

Ahora bien, en lo que as u parte corresponde el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, aduce que no existe acto impugnado atribuible a dicha Autoridad Demandada, habida cuenta que el acto impugnado fue emitido por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el argumento del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí es fundado.

Ya que efectivamente, de las constancias del expediente CHJ/003/2020 que en copia certificada remitió la Comisión de Honor y Justicia demandada, cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido en el Considerando Segundo de la presente Sentencia; se advierte que efectivamente, como lo aduce la diversa Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, el acto impugnado fue emitido por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, como resultado de un procedimiento seguido por dicha autoridad.
Por consiguiente, es claro que no existe acto impugnado atribuible al Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Así las cosas, al no existir acto impugnado atribuible a la diversa Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere al sobreseimiento del juicio cuando de autos se deprende con claridad que no existe acto impugnado, tal y como sucede en el caso concreto respecto de la citada Autoridad Demandada. 

Por consiguiente, con fundamento en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el sobreseimiento parcial del presente Juicio Contencioso Administrativo por lo que se refiere a la diversa Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.

No obstante lo anterior, se debe precisar, que el sobreseimiento decretado, no exime a la diversa Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, de efectuar todas las actividades de su esfera competencial, para cumplir la sentencia que se dicte por ésta Sala, ya que de acuerdo con lo que dispone el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cumplimiento de las sentencia es de orden público e interés general, por lo que todas las autoridades están obligadas a su cumplimiento, incluso las que no fueron demandadas, por lo que le resulta aplicable el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por los artículos 255, 256, 257, 258 y 259 del Ordenamiento en cita.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

En el escrito inicial de demanda, el Actor argumenta dos cuestiones concretamente:
a) Que se violentó en su perjuicio el derecho de audiencia, ya que nunca fue formalmente llamado a un procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal d San Luis Potosí, en donde se siguieran las formalidades esenciales del procedimiento para separarlo del cargo que ostentaba; y

b) Que en la resolución que determinó su remoción, baja o cese, se violentó en su perjuicio el derecho de presunción de inocencia, ya que se le sanciona por haber incurrido en el delito de abuso de autoridad, sin que exista una sentencia ejecutoriada dictada por autoridad competente en que se le determine responsabilidad por haber cometido dicho delito.
Por su parte, la diversa Autoridad Demandada Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, sostiene la legalidad de la resolución impugnada.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 25 veinticinco y 26 veintiséis del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, el segundo de los argumentos de los formulados en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, resultan infundados, y por ende insuficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, como se expone a continuación.

En el considerando CUARTO de la presente Sentencia, ya se estableció, que la Parte Actora  se duele esencialmente de lo siguiente:

c) Que se violentó en su perjuicio el derecho de audiencia, ya que nunca fue formalmente llamado a un procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal d San Luis Potosí, en donde se siguieran las formalidades esenciales del procedimiento para separarlo del cargo que ostentaba; y

d) Que en la resolución que determinó su remoción, baja o cese, se violentó en su perjuicio el derecho de presunción de inocencia, ya que se le sanciona por haber incurrido en el delito de abuso de autoridad, sin que exista una sentencia ejecutoriada dictada por autoridad competente en que se le determine responsabilidad por haber cometido dicho delito.

Como se adelantó, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, los argumentos de la Parte Actora resultaron infundados, como se explica a continuación.
En relación al primer argumento, en el sentido de que se violentó en su perjuicio el derecho de audiencia, ya que nunca fue formalmente llamado a un procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en donde se siguieran las formalidades esenciales del procedimiento para separarlo del cargo que ostentaba.
Se debe decir, que de las de las constancias del expediente CHJ/003/2020 que remitió la Comisión de Honor y Justicia demandada, que fueron ofertadas como prueba por la Parte Actora, y cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido en el Considerando Segundo de la presente Sentencia.

Se advierte que obran las constancias de notificación y emplazamiento para que el hoy Actor compareciera al Procedimiento Administrativo ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, consistentes en citatorio para notificación personal de fecha 17 diecisiete de febrero de 2020 dos mil veinte, acta de notificación del 18 dieciocho de febrero de 2020 dos mil veinte, oficio de notificación, y oficio citatorio al Procedimiento Administrativo Disciplinario ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, mismos que son visibles de la foja 172 ciento setenta y dos a la 177 ciento setenta y siete del expediente en que se actúa.
Con lo anterior queda plenamente demostrado, que el hoy Actor si fue citado formalmente al Procedimiento Administrativo Disciplinario ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, identificado con el número de expediente CHJ/003/2020.
Al respecto se debe destacar, que dicha notificación como acto de autoridad goza de presunción de legalidad, presunción iuris tantum, es decir, que admite prueba en contrario, por lo que en términos de los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo de acuerdo a lo que dispone el artículo 2017 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, correspondía a la Parte Actora desvirtuar la legalidad de dicha notificación, para acreditar su aseveración en el sentido de que no fue formalmente llamado al procedimiento del que emanó la resolución impugnada.
Sin embargo, la Parte Actora no controvirtió la legalidad de la notificación, sobre el particular, se debe abundar, que en auto del 14 catorce de febrero de 2022 dos mil veintidós, se otorgó a la Parte Actora plazo para la ampliación de la demanda, pero la interesada no la promovió.
Al ser esto así, la notificación del inicio del Procedimiento Administrativo Disciplinario ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, en perjuicio del Actor, se traduce en un acto consentido, y por tanto legal y válido.

Por consiguiente, el argumento formulado por la Parte Actora en el sentido de que no fue formalmente llamado a un procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en donde se siguieran las formalidades esenciales del procedimiento para separarlo del cargo que ostentaba; resultó infundado.
Ahora bien, en relación al diverso argumento en el sentido de que en la resolución que determinó su remoción, baja o cese, se violentó en su perjuicio el derecho de presunción de inocencia, ya que se le sanciona por haber incurrido en el delito de abuso de autoridad, sin que exista una sentencia ejecutoriada dictada por autoridad competente en que se le determine responsabilidad por haber cometido dicho delito.

Se debe decir, que a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento resulta infundado, ya que en el Procedimiento Administrativo Disciplinario expediente CHJ/003/2020, seguid en perjuicio del Actor, no se le sancionó por haber incurrido en el delito de “Abuso de autoridad”, sino que se le sancionó administrativamente, como se explica a continuación.
En efecto, de la lectura de la resolución en que se impuso al Actor la sanción de remoción, baja o cese, se advierte que ésta se impone porque se determinó responsabilidad por incumplimiento a las obligaciones previstas en los artículos 56 fracción XXXII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, 23 fracciones I y XXVI, y 103 fracción IV del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí,  al considera acreditado que el Actor abusó de autoridad mediante el uso de la fuerza pública y omisiones en los protocolos de actuación que demeritan la imagen institucional.
En ese sentido, es claro, que contrario a lo que aduce la Parte Actora, no se la sancionó por haber cometido el delito de “Abuso de autoridad”, sino que se le sancionó administrativamente por el incumplimiento de diversas disposiciones que rigen el actuar de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, y en particular de la corporación de seguridad pública denominada Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí.
No obsta para lo anterior, que cuando la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal haga uso conjunto de las palabras “abuso de autoridad”, ya que de la lectura integral de la resolución se advierte, que el contexto que se utiliza es para describir el actuar reprochado a aquí Actor, y no para referirse al tipo penal de “abuso de autoridad”, ante la ausencia de referencia en ese sentido, de parte de la Comisión de Honor y Justicia.
Por consiguiente, el argumento de la Parte Actora resultó infundado.
En consecuencia, con fundamento en al artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se decreta la legalidad y validez del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción XVII Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la legalidad y validez del acto impugnado, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuesto en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
� Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.





